
 

JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO N   º 4 
CÓRDOBA 

AUTOS: 266/2024 
 

PROCEDIMIENTO ORDINARIO 
SENTENCIA   N º 207/2025 

 
Córdoba, 5 de Diciembre de 2025 

 
 Vistos  por  XXXXXXXXXXXX,  Juez  que  sirve  el  Juzgado  de  lo  Contencioso 
Administrativo n  º 4 de los de Córdoba y su partido, los presentes autos de procedimiento 
ordinario,  seguidos  con  el  ordinal  266/2024,  con  intervención  de  las  siguientes  partes; 
PARTE  RECURRENTE:  XXXXXXXXXXX  representado  por  el  procurador  XXXXX 
XXXXXXXX y defendido por el letrado D. XXXXXXXXXXXXX, PARTE RECURRIDA 
ADMINISTRACIÓN DEMANDADA: DIPUTACIÓN DE CÓRDOBA E INSTITUTO DE 
COOPERACIÓN CON LA HACIENDA LOCAL representados y defendidos por el letrado 
de los servicios jurídicos de la Diputación Provincial de Córdoba y del ICHL; teniendo por 
objeto, actividad administrativa que se recurre: desestimación presunta del recurso de 2 de 
Julio  de  2024  abonaré  39224371251-22  y  por  vía  de  ampliación  resolución  de  10  de 
Diciembre de 2024 n º 2024/00045831 por auto de 25 de Febrero de 2025  
 

HECHOS 
 

PRIMERO.- Que por la actora se presentó recurso contencioso-administrativo, 
turnado en reparto a este Juzgado y tras alegar hechos y derecho solicitó sentencia por la que 
con estimación del Recurso Contencioso-Administrativo que es objeto de este 
procedimiento, acuerde:  

a) La ampliación del presente procedimiento a la resolución expresa y extemporánea 
de fecha 11 de diciembre de 2024, del Servicio de Gestión e Inspección de la Diputación de 
Córdoba, con número de resolución 2024/00045831, según lo previsto en el art. 36 de Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa.  

b) La estimación del presente escrito de demanda y nulidad total de la resolución de 
fecha 11 de diciembre de 2024, del Servicio de Gestión e Inspección de la Diputación de 
Córdoba, con número de resolución 2024/00045831, y se acuerde igualmente la nulidad de 
la deuda del expediente de Gestión Tributaria relativa a la derivación de responsabilidad 
subsidiaria, donde nace el error en la deuda, así como los expedientes que se derivan del 
mismo  de  liquidación  del  impuesto  IBI  y  posteriores  liquidaciones  de  cobro  en  periodo 
voluntario y posteriores providencias de apremio, que constan en los apartados 1, 2 y 3 del 
índice del EA.  

c) La expresa condena en costas a la Administración demandada.    
SEGUNDO.- Que, la administración demandada (ICHL), tras alegar hechos y 

derecho  solicitó  sentencia  por  la  que  desestimando  la  demanda,  declare  ser  ajustada  a 
derecho la actuación de mi representado .  

La Diputación Provincial contestó a la demanda solicitando sentencia que declare la 
inadmisibilidad del recurso frente a la Diputación de Córdoba o, subsidiariamente, 
desestime en su integridad la pretensión de contrario y confirme la actuación administrativa 
del ICHL impugnada  
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TERCERO.- Tras la práctica de la prueba y conclusiones quedaron los autos 
conclusos para resolver habiéndose fijado la cuantía del procedimiento en 354.093,33 €  

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 1.-  El  objeto  de  recurso  desestimación  presunta  del  recurso  de  revisión  formulado 
contra liquidaciones y resolución de 10 de Diciembre de 2024 
 
 2.- La actora razona que en un terreno rural del municipio de XXXXXXXXX, se llevó 
a efecto un desarrollo urbanístico irreal. Por mor de la quiebra del promotor XXXXXXX 
XXX se adjudicaron a la actora por razón de su consideración de acreedor las 44 parcelas que 
integraban el sector y respecto de las que la empresa en quiebra no había abonado ningún 
recibo  de  IBI.  Esas  parcelas  fueron  objeto  de  recalificación  y  adquirieron  un  valor  de 
5.718.395 euros, no existiendo desde el año 2007 actuación alguna encaminada a la 
dinamización urbanística del sector (polígono industrial SI1) a pesar de haber incrementado 
el Ayuntamiento su patrimonio con el 10 % de cesiones.  
 
 Por decreto de 2 de Noviembre de 2023, la diputación de Córdoba declaró 
responsable subsidiario a la empresa actora, al haber sido declarado en quiebra y calificado 
como insolvente. 
 
 Después de la derivación de responsabilidad, se instó por la actor procedimiento de 
revisión  del  valor  catastral  irreal  y  erróneo  y  obtuvo  dos  resoluciones  de  23  de  Mayo  de 
2024,  de  las  que  se  puede  observar  que  el  valor  catastral  de  las  fincas  ha  sido  reducido 
sustancialmente  mediante  la  aplicación  del  coeficiente  F.  los  efectos  temporales  de  las 
resoluciones de Catastro fueron:  
 ▪ La resolución número Documento: 04811162, con referencia catastral 
XXXXXXXXXXXXXXXX, folios 1170 y 1171 del EA tiene fecha de efectos 31 de julio de 
2021.  
 ▪  La  resolución  número  Documento:  04811161,  incluye  el  resto  de  43  referencias 
catastrales, folios 1178 al 1269 del EA tiene fecha de efectos 23 de enero de 2024.  
 
 Se dio traslado al Ayuntamiento. Se ponía de manifiesto un documento esencial para 
la correcta valoración de las liquidaciones de deuda con importante consecuencia: el valor 
catastral  de  las  fincas  se  declaraba  erróneo  y  se  rectificaba,  y  la  base  imponible  de  la 
liquidación practicada devenía errónea 
 
 Se interpuso recurso extraordinario de revisión y recurrida la desestimación presunta 
de dicho recurso, se tuvo conocimiento con el expediente administrativo de la resolución que 
inadmite el mismo.  
 
 No hay motivo para inadmitir el recurso extraordinario de revisión. Las liquidaciones 
son nulas y se suscita la aplicación del valor real y no el erróneo, con carácter retroactivo. Se 
practicaron con un valor catastral erróneo y por tanto una base liquidable errónea.  
 Al ser el valor por el que se ha liquidado superior en un 40 % al valor catastral real de 
las  parcelas,  falta  en  el  sujeto  objeto  de  derivación  capacidad  económica  suficiente  en  la 
liquidación de IBI.  
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 Contra la resolución de rectificación del catastro se interpuso reclamación económico 
administrativa  con  fecha  22  de  Noviembre  de  2024  al  seguir  considerando  exhorbitado  el 
valor  atribuido,  concurriendo  otros  factores  que  llevan  a  considerar  a  la  actora  errónea  la 
valoración  efectuada,  cuáles  son,  tratarse  en  realidad  de  un  suelo  rústico  a  pesar  de  que 
aparece en las liquidaciones de IBI como suelo urbano, el ciste unitario sobre el valor por el 
momento  aceptado  a  nivel  catastro  representa  34  euros/m2  en  tanto  el  valor  de  oferta  de 
terrenos industriales ya finales para edificar es de 15 euros/m2 como máximo, de todas se ha 
remitido  oferta  vinculante  para  que  el  Ayuntamiento  las  adquiera  todas  por  el  importe  de 
405.000 euros. 
 
 La irretroactividad de las subsanaciones catastrales no se extiende al ámbito 
tributario, lo que implica que no se puede considerar lícita una deuda tributaria basada en un 
valor catastral erróneo, ya que los efectos de la subsanación no se trasladan automáticamente 
a las obligaciones tributarias.             
 
 3.-  El ICHL contesta para oponerse explicando que el ICHL tramita expediente de 
gestión de cobro de liquidaciones del impuesto sobre bienes inmuebles de naturaleza urbana, 
ejercicios 2016 a 2024, de una serie de fincas sitas en el municipio de XXXXXXXXX y cuyo 
obligado al pago es la entidad XXXXXXXX.
 
 Las liquidaciones de los ejercicios 2016 a 2021 traen causa de un procedimiento de 
responsabilidad subsidiaria tramitado conforme se refleja en los folios 1 a 196 del expediente 
administrativo.  Contra  la  resolución  que  puso  fin  a  este  procedimiento  no  se  interpuso 
recurso en plazo.  
 Las liquidaciones del ejercicio 2022 se practicaron en expedientes de gestión 
tributaria  en  base  a  la  información  suministrada  por  Catastro,  sin  que  las  mismas  fueran 
recurridas en plazo (folios 197 a 504 del expediente administrativo).  
 La  puesta  al  cobro  de  las  liquidaciones  del  ejercicio  2023  y  la  notificación  de  las 
providencias de apremio constan en  los folios 505 a 850 del expediente, sin que tampoco 
fueran recurridas en plazo.  
 
 Cuando se notifican las liquidaciones del ejercicio 2024, el representante de 
XXXXXXXX,  interpone  recurso  de  reposición  contra  las  mismas,  con  fecha  29  de 
marzo de 2024, alegando que se han emitido como IBI urbana cuando en realidad las fincas 
son  rústicas.  Mediante  Decreto  de  la  Vicepresidencia  del  ICHL  de  9  de  abril  de  2024,  se 
inadmite a trámite el recurso de reposición interpuesto, por no ser competente mi 
representado para entrar en el fondo de la cuestión planteada, como es la fijación del valor 
catastral  de  los  inmuebles.  Contra  esta  Resolución  (dictada  en  el  expediente  1985125, 
correspondiente  al  IBI  ejercicio  2024)  se  interpone  por  el  interesado  recurso  contencioso-
administrativo dando lugar al Procedimiento Ordinario 139/2024 del Juzgado de lo 
Contencioso n.º 3 de Córdoba. La Sentencia 44/2025, de 21 de febrero de 2025, dictada en 
los  Autos  de  referencia  desestima  el  recurso  contencioso-administrativo  interpuesto  por  la 
demandante.  
 
 El 5 de febrero de 2024 la representación de XXXXX interpone recurso de 
reposición contra el abonaré que contiene liquidaciones de IBI ejercicios 2016 a 2022 por 
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importe  de  354.093,33,  alegando  que  las  citadas  fincas  no  eran  urbanas  sino  rústicas  y 
anunciando que había interpuesto recurso ante Catastro para modificar su valor.  
 
 El  2  de  julio  de  2024  el  demandante  interpone  recurso  extraordinario  de  revisión 
alegando la existencia de documentos nuevos que se constituyen por las dos resoluciones de 
variación  del  valor  catastral.  Una,  la  que  modifica  el  valor  del  inmueble  con  referencia 
catastral XXXXXXXXXXXXXXXX , otorga efectos de alteración de 31 de Julio de 2021; la 
otra,  relativa  a  los  demás  43  inmuebles  afectados,  Catastro  le  da  fecha  de  efectos  de 
alteración el 23 de enero de 2024.  
 
 El 22 de junio de 2023 se dicta Resolución por el ICHL declarando a XXXXXXXX, 
XXXX responsable subsidiario. Esta resolución devino firme por no recurrida.  
 
 La competencia para fijar el valor catastral de los inmuebles corresponde a Catastro y 
que el Ayuntamiento (en este caso, el Instituto de Cooperación con la Hacienda Local por 
acuerdo  de  delegación  del  Ayuntamiento  de XXXXXX)  está  obligado  a  aprobar  las 
liquidaciones de IBI según los datos contenidos en el padrón catastral, es decir, de acuerdo 
con el valor y demás elementos descriptivos fijados por el Catastro.  
 De conformidad con el artículo 18.1 de la Ley del Catastro y la doctrina del Tribunal 
Supremo, la resolución dictada por Catastro en el procedimiento de subsanación de 
discrepancias,  expediente  02398858.97/24,  carece  de  efectos  retroactivos.    El  nuevo  valor 
dado al inmueble cuya alteración tuvo efectos en el catastro inmobiliario el 31 de julio de 
2021, fue aplicado por el ICHL en las liquidaciones de IBI del ejercicio 2022 y sucesivos. Y 
el nuevo valor asignado por Catastro a los 43 inmuebles restantes cuya fecha de alteración 
fue el 23 de enero de 2024, se aplicó por el ICHL en las liquidaciones de IBI ejercicio 2025 
tal y como determina el artículo 75.3 del RDLeg. 2/2004, de 5 de marzo, por la razón de que 
el IBI de 2024 ya se había devengado el 1 de enero de 2024.   
 
 La doctrina del Tribunal Supremo alegada por la demandante, se refiere a la 
posibilidad de solicitar devolución de ingresos indebidos, a posteriori, pero no mantiene que 
las liquidaciones practicadas sean contrarias a derecho.  
 
 En el Suplico de la demanda se solicita la nulidad de la resolución de 10-12-2024 y 
de todo el expediente responsabilidad subsidiaria. Evidentemente, la resolución que puso fin 
al procedimiento de responsabilidad subsidiaria, tramitado en legal forma según se 
desprende  del  expediente  administrativo,  no  puede  ser  objeto  del  presente  contencioso 
porque la misma quedó firme al no haberse interpuesto recurso en plazo. Igual cabe decir de 
las  liquidaciones  de  los  ejercicios  2022  y  2023,  que  quedaron  firmes  por  no  recurrirse  en 
plazo.  Las  liquidaciones  del  ejercicio  2024  fueron  recurridas  en  vía  contenciosa,  siendo 
desestimado el recurso por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 3 de Córdoba en 
Autos 139/2024. La sentencia dictada en este recurso ha sido recurrida en apelación ante el 
TSJA por la entidad XXXXX.  
 
 4.- La Diputación alega que en el pleito que nos ocupa, la Diputación de Córdoba no 
ha  realizado  actividad  -inactividad-  alguna.  Dirigir  y  mantener  el  recurso  contencioso-
administrativo contra la Diputación de Córdoba infringe lo dispuesto en el artículo 21 de la 
Ley de esta Jurisdicción. La Diputación carece de legitimación pasiva en este asunto. No es 
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su actividad administrativa inactividad- la que constituye el objeto de este recurso.  
 La Administración demandada no puede ser otra que el Instituto de Cooperación con 
la Hacienda Local (ICHL), un organismo autónomo de carácter administrativo creado por la 
Diputación Provincial de Córdoba, para la gestión, inspección, liquidación y recaudación de 
ingresos de derecho público, cuyo ejercicio le corresponda a la Diputación de Córdoba, en 
virtud  de  sus  propias  competencias,  por  delegación  de  los  entes  locales  de  la  provincia  o 
mediante acuerdo de cooperación alcanzado con otros entes públicos. Un organismo 
autónomo de carácter administrativo que actualmente presta servicios a 77 municipios de la 
provincia  de  Córdoba,  ejerciendo  competencias  tributarias  íntegras  en  relación  con  los 
impuestos obligatorios (Impuestos sobre Bienes Inmuebles, Vehículos de Tracción Mecánica 
y  Actividades  Económicas),  así  como  las  funciones  de  recaudación  voluntaria  y  ejecutiva 
sobre otros ingresos de derecho público  
   
 5.- Al folio 124 en el expediente (4 de 5) está la reclamación que efectúa la actora 
poniendo en conocimiento: (…)   que  ha  recibido  documento  de  pago  ABONARÉ  39224371252-22  por 
importe  de  354.093,33  euros  relacionado  con  el  IBI  de  41  parcelas  catastrales  que  están  siendo  objeto  de 
revisión,  figurando  como  urbanas  cuando  en  realidad  son  rústicas.  Justificando  la  presentación  ante  el 
catastro del expediente, por lo que el documento de pago contiene un error en su confección y cálculo  (…) . 
Al folio 1126 figuran las 41 referencias catastrales 
 
 Al  folio  202  (numerado  a  mano  como  1159)  de  la  parte  del  expediente  que  se 
denomina (4 de 5); está la liquidación 354.093,33 euros.  
 
 Al folio 285 de la parte de expediente administrativo que se denomina (5 de 5) (folio 
1451 según rúbrica manual) consta propuesta de resolución que se eleva a definitiva y que 
constituye objeto de recurso. Resuelve recurso extraordinario de revisión contra 
liquidaciones incluidas en el abonaré de referencia 39224371252-22 por importe de 
354.093,33 euros por impuesto de bienes inmuebles del año 2024 y anteriores. 
 El razonamiento que emplea tiene fundamento para la inadmisión en el artículo 126.1 
de la ley 39/2015 y se concreta en la resolución que la resolución del catastro relativa a 43 
inmuebles tiene fecha de efectos 23 de Enero de 2024 por lo que sólo se puede aplicar para 
el IBI correspondiente al ejercicio 2025 y posteriores. Respecto de la resolución catastral que 
afecta  al  inmueble  de  referencia  XXXXXXXXXXXXXXXXXX  se  ha  aplicado  a  las 
liquidaciones de IBI de los ejercicios 2022 y posteriores.  
 Añade el contenido del artículo 75 de la ley de haciendas locales resaltando que los 
hechos,  actos  y  negocios  que  deben  ser  objeto  de  declaración  o  comunicación  ante  el 
Catastro inmobiliario tendrán efectividad en el devengo del impuesto inmediatamente 
posterior al momento en que produzcan efectos catastrales.    
 
 6.-  Lo  que  se  suscita  en  las  presentes  actuaciones  es  la  desestimación  presunta 
primero  y; por vía de ampliación, la inadmisión  a  trámite de un recurso extraordinario  de 
revisión  contra  las  liquidaciones  de  2024  y  anteriores  en  relación  a  los  inmuebles  cuyas 
referencias catastrales constan indicadas a lo largo del expediente y en particular en el texto 
de la resolución que por vía de ampliación constituye objeto de este procedimiento.  
 
 Cumple indicar que, salvo error de apreciación por mi parte; pone de manifiesto la 
parte actora que las dos resoluciones obtenidas ante la gerencia territorial del Catastro han 
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sido objeto de reclamación económico administrativa previa a la vía judicial, con objeto de 
reducir  el  valor  más  aún  que  el  valor  obtenido  tras  la  reclamación  inicial  ante  el  catastro. 
Tiene su importancia pues por el momento el valor catastral se mantiene no definitivamente 
firme.  
 
 Y también es necesario considerar que lo planteado en la vía administrativa no es una 
devolución de ingresos indebidos fruto de los cálculos a que hubiere lugar consecuentes a 
una  valoración  catastral  distinta  sino  la  nulidad  de  las  liquidaciones  citadas  por  vía  de  un 
recurso  extraordinario;  ni  tampoco  una  rectificación  de  error  (aritmético,  material  o  de 
hecho) que ha de seguir un camino distinto (artículo 220 de la ley general tributaria) al del 
recurso extraordinario. 
 
 Centrada la presente sentencia en tal objeto y una vez considerados los argumentos 
que  emplean  las  partes  se  responde  a  la  cuestión  a  cuyo  fin  se  reservan  los  últimos 
razonamientos de la presente resolución.  
 
 7.-  En relación al recurso extraordinario de revisión, regulado en los artículos 125 y 
126 de la ley 39/2015 de manera similar a la precedente regulación en los artículos 118 y 
119 de la ley 30/92; el punto de partida lo constituye el principio de seguridad jurídica de 
manera que la excepción y la restricción son los principios esenciales que predominan en el 
tratamiento de la agresión jurídica contra actos firmes.  
 
 El TSJ Madrid en sentencia de 4 de Abril de 2.008 SEGUNDO.- El artículo 118 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del  Procedimiento  Administrativo  Común  regula  el  recurso  de  revisión,  que  se  configura 
como un remedio de carácter extraordinario, en la medida en que sólo procede en supuestos 
y por motivos tasados; constituye, por tanto, un recurso excepcional frente a ciertos actos 
administrativos que han ganado firmeza, pero de cuya legalidad se duda por la existencia de 
error  de  hecho  que  resulte  de  los  documentos  incorporados  al  expediente  o  por  datos  o 
acaecimientos sobrevenidos con posterioridad al momento en que fueron dictados (AN, Sala 
de lo Contencioso-administrativo, Sección 5 ª, S. 7 de febrero de 2002). 
 

El  TS,  mantiene  aquellos  principios.  En  sentencia  30  de  Septiembre  de  2.008, 
resolviendo recurso contra la sentencia dictada en fecha de 18 de marzo de 2004, y en su 
recurso  núm.  373/01,  por  la  Sección  3  ª  de  la  Sala  de  lo  Contencioso  Administrativo  del 
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, cuyos fundamentos de derecho menciona 
expresamente; sobre declaración de inadmisión de recurso extraordinario de revisión: 
 
 Pues  bien,  en  el  recurso  contencioso  administrativo  en  que  se  discute  si  es  o  no 
procedente un recurso administrativo de revisión, lo único que puede alegarse y discutirse 
es si se da o no algún supuesto de revisión de los dichos en el artículo 118 de la Ley 30/92. 
 La sentencia dice que no, y lo dice después de exponer los argumentos 
impugnatorios de los demandantes (aunque con algún error que carece absolutamente de 
trascendencia, como atribuir a los actores la propiedad de un solo inmueble; confusión que 
no afecta para nada a la decisión final que la Sala adopta), con cita repetida del artículo 
118 de la Ley 30/92 y con el argumento de que no puede confundirse un recurso ordinario 
con uno extraordinario, con la pretensión de articular cualquier motivo de impugnación. 
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 Ideas todas ellas que no tienen discusión posible. 
 Así pues, la sentencia resolvió lo único que tenía que resolver (por más que la parte 
actora hubiera involucrado en su argumentario multitud de motivos y citas de muy variados 
preceptos, todos ellos no atinentes a un recurso administrativo de revisión), y cumplió con 
ello el requisito de la congruencia. Y lo hizo sin laguna relevante en su razonamiento, y con 
la claridad y precisión que exige la concreta y muy específica vía impugnatoria elegida. 
 No hay, por lo tanto, defecto alguno de motivación, sino repuesta breve y escueta a 
la simplicidad que exigía el recurso extraordinario de revisión. 
  
 En parecidos términos la sentencia del TSJ Madrid 11 de Abril de 2.008 fundamento 
de derecho cuarto Como tiene reiteradamente declarado esta Sección, siguiendo la doctrina 
inconcusa  que  al  respecto  ha  reiterado  nuestro  Tribunal  Supremo,  el  recurso  de  revisión 
tiene  un  carácter  extraordinario  que,  ya  con  ocasión  de  la  regulación  contenida  en  el 
artículo 127 de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1.958, nuestro Alto 
Tribunal ha venido caracterizando como remedio excepcional frente a actos firmes, que sólo 
procede en supuestos expresamente previstos por la Ley y en base a motivos rigurosamente 
tasados,  de  lo  que  se  deriva  necesariamente  la  inviabilidad  de  que,  con  ocasión  de  la 
interposición del mismo, se susciten nuevas cuestiones propias de los recursos de carácter 
ordinario. El recurso del que venimos haciendo referencia se encuentra hoy regulado en los 
artículos 118 y 119 de la Ley 30/1.992, de 26 de Noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, con parecido 
carácter extraordinario al admitirse únicamente por los motivos tasados que en el primero 
de  los  preceptos  reseñados  se  indican,  que  pueden  reconducirse  sustancialmente  a  los 
mismos motivos que contemplaba la Ley Procedimental de 1.958, por lo que en principio 
puede seguirse idéntica doctrina acerca de la imposibilidad de plantear, saltándose dicha 
limitación, cuestiones propias de los recursos ordinarios o que hubieran podido ser objeto 
de  una  revisión  ordinaria  en  sede  Jurisdiccional  del  acto  administrativo  de  que  se  trate, 
pues de otro modo se eludiría el ámbito y naturaleza excepcional de dicho recurso.    
 

La Sentencia del TS 4 de Marzo de 2.008 igualmente puede citarse en defensa del 
estrecho límite en el que se enmarca lo que puede constituir el objeto del recurso 
extraordinario,    TERCERO.-  El  recurso  extraordinario  de  revisión  que  regula  la  Ley 
30/1992  en los artículos 118 y 119, en la redacción dada a la misma por la Ley 4/1999, 
como su propia rúbrica expresa, es un recurso extraordinario que, por lo tanto, sólo puede 
hacerse valer contra los actos firmes en vía administrativa y, además, por las cuatro causas 
o circunstancias tasadas que se establecen en ese precepto. 
 La Jurisprudencia de esta Sala viene manteniendo de modo constante que el recurso 
de  revisión,  en  razón  de  su  naturaleza  extraordinaria  o  excepcional,  únicamente  puede 
fundarse  en  alguna  de  las  causas  taxativamente  enumeradas  en  el  artículo  118  de  la  Ley 
vigente,  que  coinciden  en  lo  esencial  con  los  que  establecía  el  art.  127  de  la  Ley  de 
Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958, causas o circunstancias que han de 
ser interpretadas restrictivamente o en sentido estricto, y que el recurso sólo cabe contra 
actos  administrativos  firmes  en  vía  administrativa,  como  expresa  el  art.  108  de  la  Ley 
30/1992, esto es, contra actos frente a los que no sea admisible recurso alguno ordinario en 
vía  administrativa,  bien  porque  el  acto  hubiese  agotado  la  vía  administrativa  o  porque 
hubiera devenido firme al haberse interpuesto los recursos admisibles. 
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 De  esta  forma,  no  puede  usarse  la  vía  del  recurso  extraordinario  para  hacer  valer 
frente a la resolución que devino firme, cuestiones cuyo cauce legal de articulación era el 
ordinario de los recursos administrativos y posterior judicial.  
  
 La sentencia TSJ Málaga de 28 de Julio de 2.003 tras reconocer el carácter tasado y 
restrictivo de los motivos y en especial al hilo del primero de los motivos, de error de hecho  
CUARTO.- El recurso extraordinario de Revisión del art. 118 de la Ley de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre es, como su propio nombre indica, un recurso extraordinario que se da 
solamente contra resoluciones administrativas firmes y consentidas, pero fundándose 
exclusivamente en alguno de los motivos tasados y previstos en dicho precepto, en función 
de  los  cuales  aparece  la  posibilidad  de  haberse  dictado  una  resolución  errónea  e  injusta 
(STS 9 de junio de 1999). 
 Así pues los motivos enunciados en el art. 118 tienen un carácter de numerus clausus 
y no meramente enunciativo. Únicamente puede, pues, fundarse el Recurso en alguna de las 
causas  taxativamente  enumeradas,  que  deben  ser  objeto,  además,  de  una  interpretación 
restrictiva o estricta, como reiteradamente ha puesto de relieve la Jurisprudencia. 
 
 Asimismo  solo  cabe  interponer  este  Recurso  contra  actos  administrativos  firmes 
(actos  que  agoten  la  vía  administrativa  o  contra  los  que  no  se  haya  interpuesto  recurso 
administrativo en plazo). 
 
 
 
 En particular, en el supuesto previsto en en el apartado 2 º del artículo 118.1 de la ley 
30/92  -125.1  b)  de  la  ley  39/2015-  aparición  de  documentos  de  valor  esencial  para  la 
resolución  del  asunto  que,  aunque  sean  posteriores,  evidencien  el  error  de  la  resolución 
recurrida, se razona en la citada sentencia 11 de Abril de 2008 del TSJ Madrid, la referencia 
a los requisitos correspondientes al mismo, explicando:  

 
 (…) Por lo que al supuesto que afecta a este procedimiento se refiere, son requisitos 
para que sea admisible el recurso de revisión los siguientes: a) que se trate de documentos 
de valor esencial para la resolución del asunto, referidos a cuestiones de hecho, b) que su 
existencia se ignorara al dictarse la resolución o que fuesen entonces de imposible 
aportación al Expediente, y, en fin, c) que el recurso se interponga dentro del plazo de tres 
meses a contar desde que se tenga conocimiento del documento en cuestión. (…)  
 
 La sentencia TSJ Málaga de 28 de Julio de 2.003 tras reconocer el carácter tasado y 
restrictivo de los motivos, en especial al hilo del primero de los motivos, haber incurrido en 
error de hecho que resulte de los propios documentos incorporados al expediente, dice la 
jurisprudencia  respecto  al  error  de  hecho  solo  admite  los  errores  materiales,  de  hecho  o 
aritméticos,  errores  que  recaen  sobre  una  realidad  con  independencia  de  toda  opinión, 
criterio  o  calificación,  estando  excluido  de  su  ámbito  todo  lo  que  se  refiera  a  cuestiones 
jurídicas, apreciación de la trascendencia o alcance de hechos indubitados, valoración legal 
de  las  pruebas,  interpretación  de  disposiciones  o  calificaciones  que  puedan  establecerse, 
siendo  preciso  no  solo  que  el  error  exista  sino  que  sea  manifiesto  y  que  se  derive  de  los 
documentos aportados en el expediente. Y debe ser padecido por la Administración, no por 

E
s 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

de
 d

oc
um

en
to

 e
le

ct
ró

ni
co

Código: Fecha 09/12/2025

Firmado Por

URL de verificación Página 8/20



 

el interesado. 
 
 
 En relación con la aportación de un documento de confección posterior es 
conveniente tener en cuenta decisiones judiciales analíticas de situaciones similares. Porque 
hay ocasiones en que es insuficiente el invocado para considerar la posibilidad de traspasar 
la barrera que permite adentrarse en el procedimiento extraordinario de revisión, pues sin 
perjuicio de que indudablemente le permite a la parte defender unas conclusiones diversas a 
las  establecidas  en  la  postura  de  la  administración,  no  es  posible  considerar  documento 
posterior al hilo del artículo 118 de la ley 30/92, el que se confecciona posteriormente sobre 
la base de un hecho que fue conocido durante todo el procedimiento y con fundamento en la 
obtención de unos datos de hechos posibles para la parte aunque no realizadas en la vía 
precedente, y basadas a su vez en datos que estaban al alcance de la parte.    

 
Señala la sentencia STSJ Cataluña de 28 de Noviembre de 2.005 (LA LEY)  
 
SEGUNDO.- Pues bien, con independencia de que ni en el recurso de revisión, ni en 

el  escrito  de  interposición  del  recurso  contencioso-administrativo,  ni  en  el  escrito  de 
demanda se identifica motivo alguno de los que hacen posible la revisión, limitándose esos 
escritos a hacer una invocación genérica del art. 118 de la Ley 30/1992, y con 
independencia igualmente de que los motivos que se consignan en esos escritos 
(incompetencia del órgano, falta de información pública) son del todo improcedentes para 
fundar  dicha  revisión,  tampoco  cabe  éste  al  amparo  de  los  motivos  consignados  en  las 
circunstancias 1ª y 2ª del apartado 1 del art. 118, que ya alude en su escrito de conclusiones 
y en el presente recurso de apelación. 

Y no cabe porque, si lo que se pretende es demostrar el error de hecho en que ha 
incurrido la resolución impugnada en base a un dictamen pericial confeccionado el 29 de 
agosto de 2003 que pretendidamente acredita la magnitud de la modificación de 
emplazamiento no tenida en cuenta por aquella resolución, ni esto es un error de hecho, ni 
resulta de un documento incorporado al expediente, como exige el citado art. 118.1º.1ª. 

Y tampoco cabe al amparo de la circunstancia 2 ª del apartado 1 de dicho precepto 
porque aquí no se trata de la aparición de un documento de fecha posterior a la resolución 
que evidencia el error en que ha incurrido, sino de un documento confeccionado 
posteriormente,  "ad  hoc"  para  impugnar,  y  ello  con  independencia  de  que  un  dictamen 
pericial no es propiamente un documento, a los efectos de que aquí se discute. 
 
 Y  la  Sentencia  TS  31  de  Octubre  de  2.006  que  desestima  recurso  de  casación 
formulado contra sentencia del TSJ Sevilla, desestimatoria del recurso contra desestimación 
del recurso extraordinario de revisión añade: 
  

SEGUNDO.- Insiste de nuevo la representación procesal del recurrente en que en el 
expediente  administrativo  obra  abundante  documentación  que  demuestra  el  error  en  que 
incurrió la Administración municipal al dictar los acuerdos recurridos en revisión y, ante 
todo, que con la demanda se presentó un informe pericial topográfico que demuestra dicho 
error por parte de esa Administración. 

Tanto los documentos obrantes en el expediente como el dictamen pericial pueden 
ser  elementos  de  juicio  para  valorar  o  apreciar  la  corrección  de  la  decisión  en  su  día 
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adoptada por el Ayuntamiento al aprobar la escritura de reparcelación voluntaria, pero no 
son demostrativos, en absoluto, de que la Administración hubiese incurrido en un error de 
hecho que permita su corrección a través del recurso extraordinario de revisión, y que ello 
es así lo demuestra, como apunta la Sala de instancia, la propia actividad del demandante, 
ahora recurrente en casación, que no alega ni prueba la concurrencia de ese error de hecho 
que hiciera procedimentalmente viable el recurso administrativo extraordinario de revisión. 

No  cabe  considerar  ese  informe  pericial  topográfico,  presentado  con  la  demanda, 
como la circunstancia segunda prevista en el indicado artículo 118.1 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, por no tratarse de un documento de valor esencial para la resolución del 
asunto que evidencie el error de la resolución inicial aprobatoria del proyecto de 
reparcelación, sino de un informe que pudiera permitir el enjuiciamiento de tal decisión a la 
luz  de  sus  conclusiones,  pero  sólo  en  el  supuesto  de  haberse  impugnado  en  plazo  el  acto 
administrativo mediante el uso de los recursos ordinarios, establecidos legalmente, cuando 
no hubiese ganado firmeza. 

TERCERO.-  Esta  Sala  Tercera  en  su  Sentencia  de  fecha  16  de  febrero  de  2005 
(recurso de casación 1093/2002, fundamento jurídico quinto), recogiendo la doctrina de la 
previa  sentencia  de  la  misma  Sala  de  fecha  26  de  abril  de  2004  (recurso  de  casación 
2259/2000,  fundamento  jurídico  cuarto)  ha  declarado  que:  «el  recurso  extraordinario  de 
revisión previsto en el artículo 118 de la Ley 30/1.992, de 26 de noviembre, es un recurso 
excepcional que, aparte de una interpretación estricta de los motivos invocados - sólo los 
enumerados en dicho precepto -, impide examinar cuestiones que debieron invocarse en la 
vía  de  los  recursos  ordinarios  o  en  el  jurisdiccional  contra  el  acto  que  puso  fin  a  la  vía 
administrativa, pues lo contrario atentaría contra la seguridad jurídica, dejando en 
suspenso sine die la firmeza de los actos administrativos, a la vez que permitiría soslayar la 
vía de los recursos ordinarios, por lo que no cabe la admisión de argumento alguno de los 
contenidos  en  la  demanda  que  suponga  el  examen,  más  allá  de  los  motivos  específicos 
invocados en el recurso extraordinario, de la concurrencia de otras posibles circunstancias 
que pudieran afectar a la situación de los recurrentes en este tipo de recursos». 

En esas mismas Sentencias expresamos que no cabe considerar documento posterior 
a la resolución administrativa el que se confecciona con posterioridad, sin que se esté ante 
el supuesto contemplado en la causa segunda del artículo 118.1 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, cuando el hecho existe de antemano y fue conocido por el interesado, quien pudo 
perfectamente apartarlo en su momento, razones todas que abundan en la desestimación del 
motivo de casación admitido a trámite. 

 
 La  sentencia  Tribunal  Superior  de  Justicia  del  Principado  de  Asturias,  Sala  de  lo 
Contencioso-administrativo,  Sección  1ª,  Sentencia  247/2017  de  31  Marzo  de  2017,  Rec. 
64/2017,  expresa:  (…)    Conclusión  esta  contra  la  que  se  alza  el  apelante  con  acertado 
criterio  que  la  Sala  acoge,  pues  el  plazo  de  tres  meses  establecido  normativamente  debe 
comenzar a contarse una vez obtenida la firmeza del acto cuya revisión se interesa, y ella no 
se logra sino hasta que por sentencia de apelación de esta Sala, de fecha 25 de mayo de 
2015 , no fue desestimado el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra aquel, 
confirmando así el acto administrativo impugnado, siendo a partir de esa fecha que ha de 
comenzar  el  cómputo  de  los  tres  meses,  pues  estando  pendiente  de  resolución  judicial  la 
conformidad o no a derecho de la resolución municipal controvertida no puede sostenerse 
que la misma había llegado a ser firme, requisito este imprescindible para poder plantear el 
recurso de revisión que por su carácter extraordinario solo cabe frente a actos firmes en vía 
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administrativa,    (…)    SEGUNDO.-  Esto  sentado,  en  lo  que  si  se  ha  de  coincidir  con  la 
sentencia de instancia es en que no es posible reabrir el debate cuando, previamente, el acto 
administrativo cuya nulidad se postula se ha visto explícitamente confirmado como 
consecuencia de la desestimación de un recurso jurisdiccional contra él interpuesto, pues 
ello supondría vulnerar el efecto de cosa juzgada material que produce aquella sentencia, 
que podría verse alterada de tener que acoger el motivo de nulidad que fundamenta la vía 
de revisión abierta al amparo del artículo 118.1 (LA LEY 3279/1992) , 2º de la Ley 30/1992 
(LA  LEY  3279/1992)  ,  cuando  el  mismo  debiera  haberse  hecho  valer  en  el  proceso  ya 
finalizado,  evitándose  así  la  inseguridad  jurídica  que  supondría  mantener  en  suspenso 
indefinidamente la firmeza del acto administrativo, que solo debiera atacarse a través de los 
recursos  ordinarios  y  no  por  medios  excepcionales  como  el  recurso  de  revisión  ahora 
sometido a enjuiciamiento a modo de una tercera instancia con nuevo planteamiento de la 
cuestión ya decidida en la instancia ordinaria anterior con arreglo a las alegaciones de las 
partes y valoración de la prueba que debidamente propuesta y admitida haya sido 
practicada,  sin  que  sea  ahora  el  momento  de  suplir  omisiones  o  deficiencias  de  medios 
probatorios en que la parte haya podido incurrir durante la sustanciación del proceso en 
aquella instancia judicial ya concluida (…)  
 
 Hechas cuantas consideraciones jurídicas exige el planteamiento del recurso, 
aplicadas  al  caso  de  autos,  no  es  dado  convenir  la  pretensión  actora  que  pasa  por  una 
solicitada declaración de nulidad de las liquidaciones con fundamento en motivos 
extraordinarios  que  no  tienen  encaje  en  los  regulados  normativamente;  de  ahí  que  la 
inadmisión a trámite de la revisión extraordinaria se considere ajustada a derecho. 
 
 Las resoluciones administrativas (actos tributarios y resoluciones económico-
administrativas) o judiciales (sentencias), es difícil considerarlos dentro del concepto mismo 
de documento nuevo de carente elaboración por la parte; pero aún en la consideración de que 
pueden ser documentos esenciales, sólo cuando establezcan hechos nuevos referidos al acto 
impugnado  y  no  si  sólo  contienen  un  criterio  jurídico,  habrían  de  considerarse  como 
integrantes del supuesto de hecho (criterio que se ofrece en expediente 00/03624/2016/00/00  del 
TEAC de 13/12/2019). En el supuesto de autos no hay  discusión sobre la realidad del hecho 
imponible, devengo, sujeto pasivo; elementos esenciales de hecho, la liquidación - a pesar de 
pedir la actora la nulidad de la misma – no es improcedente, dándose exclusivamente, una 
determinación de un valor catastral distinto, fruto de una aplicación jurídica distinta por vía 
de subsanación de deficiencias, a la que aplicó la administración liquidadora. Y es así, según 
la descripción que ofrece la resolución del TEAC que cita la propia demanda; n º 
00/05186/2021/00/00  de  30  de  Enero  de  2024,  en  relación  a  las  diferencias  entre  los 
procedimientos de subsanación de discrepancias y los de rectificación de errores en materia 
tributaria ( las dos resoluciones del catastro citadas obedecen a la primera modalidad ) en cuanto a una 
modificación  de  derecho  o  mejor  dicho  una  modificación  de  la  descripción  del  catastro  a 
consecuencia  de  una  interpretación  jurídica  “el  procedimiento  de  subsanación  de  discrepancias 
supone la modificación de datos catastrales como consecuencia de una interpretación de las normas jurídicas 
y técnicas  que conlleva una alteración de la descripción catastral que del inmueble obra en la base de datos 
catastral, con efectos a futuro”   
 
 El artículo 241.1 a) de la ley 58/2003 establece: (…) 1. El recurso extraordinario de revisión 
podrá  interponerse  por  los  interesados  contra  los  actos  firmes  de  la  Administración  tributaria  y  contra  las 
resoluciones  firmes  de  los  órganos  económico-administrativos  cuando  concurra  alguna  de  las  siguientes 
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circunstancias: 
 a) Que aparezcan documentos de valor esencial para la decisión del asunto que fueran posteriores al 
acto o resolución recurridos o de imposible aportación al tiempo de dictarse los mismos y que evidencien el 
error cometido (…).  
 
 El Tribunal Supremo en sentencia Sentencia 646/2020 de 3 Junio de 2020, Recurso 
5368/2018, establece doctrina esencial por mor de los efectos derivados de procedimientos 
de subsanación de discrepancias y de rectificación en interpretación del artículo 18 del TR 
ley del catastro Inmobiliario. Establece esta doctrina en el fundamento de derecho 
TERCERO:  
 
 (…)  PRIMERO.- Objeto del presente recurso de casación. 
 
 El objeto de este recurso de casación consiste en determinar si la sentencia 
impugnada ha interpretado el ordenamiento jurídico de forma acertada, al negar validez a 
los actos de naturaleza fiscal, en tanto que habían denegado la solicitud de devolución de 
los ingresos indebidos, por ambos conceptos de IBI y de IIVTNU, llevando la interpretación 
del artículo 18 TRLCI al campo no sólo catastral, sino tributario  
 
 (…)  
 
 Según  hemos  declarado  recientemente  en  la  sentencia  dictada  en  el  recurso  nº 
4740/2017 (de 28 de mayo pasado), el procedimiento de subsanación (art. 18 TRLCI) tiene 
por objeto la actualización de los datos de las fincas catastrales, a efectos de su valoración. 
No  se  trata  de  rectificar  o  corregir  los  actos  administrativos,  sino  de  actualizar  datos  de 
relevancia  catastral,  sean  procedentes  de  errores  o  de  falta  originaria  de  información,  en 
cuyo  caso  podría  ser  dudoso  ese  efecto  irretroactivo  in  malam  partem,  aunque  la  vía  de 
resarcimiento no puede ser en ningún caso la de otorgar eficacia retroactiva a la 
subsanación, en contra de la expresa declaración legal. 
 
 En tales circunstancias, no cabe interpretar el art. 18 TRLCI contra su expreso tenor 
literal, y reconocer un carácter retroactivo que la norma no prevé, sino que expresamente 
prohíbe. Por lo demás, la previsión del art. 18 se mantendría incólume en caso de silencio de 
la ley al respecto, por aplicación del art. 2.3 del Código Civil, conforme al cual "Las leyes no 
tendrán efecto retroactivo, si no dispusieren lo contrario". 
 
 Pero, una vez sentado lo anterior, hemos de señalar, como fundamento de nuestra 
sentencia, que la irretroactividad a que nos referimos, derivada directamente del artículo 18 
TRLCI, despliega sus efectos en el ámbito estrictamente catastral, no así en el tributario. Si 
la Administración sostiene a fortiori, en numerosos escritos procesales, la separación entre 
las potestades y funciones catastral y fiscal, como si se tratara de dos mundos diferentes e 
inconexos, no hay razón alguna para escoger por el contrario los casos en que, a favor de la 
Administración,  tales  mundos  se  entrecruzan  o  vinculan,  para  desdeñarlos  en  los  demás 
supuestos  
 
 (…)  
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 TERCERO.- Interpretación jurídica de las cuestiones planteadas en el auto de 
admisión. 
 
 La doctrina que se propone, en esclarecimiento de los preceptos señalados en el auto 
de admisión, nos pide lo siguiente que se expone a continuación: 
 
 "[...] Determinar si, en interpretación de los artículos 221, 222, 223 y 224.1 de la Ley 
General  Tributaria,  en  relación  con  los  artículos  4  y  18  del  texto  refundido  de  la  Ley  del 
Catastro Inmobiliario y con los artículos 75 y 107.2 del texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 
es procedente la devolución como indebidos de ingresos por el importe de unas 
liquidaciones  giradas  por  el  Impuesto  sobre  Bienes  Inmuebles  y  por  el  Impuesto  sobre  el 
Incremento  de  Valor  de  los  Terrenos  de  Naturaleza  Urbana  firmes  y  consentidas  como 
consecuencia de una resolución del Catastro Inmobiliario dictada en el seno de un 
procedimiento de subsanación de discrepancias y que no consta impugnada, otorgándole a 
ésta, por tanto, pretendidos efectos retroactivos. 
 
 3°) Identificar como normas jurídicas que, en principio, serán objeto de 
interpretación  los  artículos  221,222,223  y  224.1  de  la  Ley  58/2003,  de  17  de  diciembre, 
General  Tributaria,  en  relación  con  los  artículos  4  y  18  del  texto  refundido  de  la  Ley  del 
Catastro  Inmobiliario,  aprobado  por  el  Real  Decreto  Legislativo  1/2004,  de  5  de  marzo,  y 
con  los  artículos  75  y  107.2  del  texto  refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las  Haciendas 
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo [...]". 
 
 Según el auto de admisión, que cita el art. 221 LGT entre otros, parece que la razón 
preponderante  para  denegar  la  devolución  de  los  ingresos  indebidos  es  el  carácter  no 
retroactivo - artículo 18 TRLCI-, que recientemente hemos examinado (el 222, 223 y 224 LGT 
no es fácil entender por qué son mencionados en el auto). 
 
 El fundamento esencial de nuestra doctrina radica en que, si bien en el ámbito de la 
relación catastral, la subsanación de deficiencias se proyecta hacia el futuro (art. 18 TRLCI), 
no  puede  afirmarse,  en  modo  alguno,  que  tal  efecto  se  extienda  y  traslade  como  tal  a 
efectos  fiscales,  esto  es,  que  sea  admisible  que  se  determine  la  base  imponible  de  un 
impuesto de un modo reconocidamente equivocado (no otra cosa es la subsanación de la 
superficie de las fincas afectadas), de donde resultarían consecuencias que alteran pilares 
sustentadores de la imposición: 
 
 a) Que la capacidad económica no concuerda con la realidad, pues la base imponible 
del IBI surge del valor catastral, como magnitud económica que refleja esa manifestación de 
capacidad  de  contribuir,  pero  tal  principio  ha  de  partir  de  la  premisa  ineluctable  de  un 
Catastro correcto y concordante con la realidad, lo que no sucede cuando se mantiene un 
valor  que  ya  se  sabe  erróneo  para  no  devolver  lo  que  se  ha  pagado  en  exceso  -y  así  lo 
conoce la Administración-. 
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 b) Que según alegó el recurrente, la finca vecina, idéntica a la de la titularidad de 
aquél, se ve favorecida con una menor carga tributaria en el IBI, de forma injustificada, por 
el mero hecho de que los datos catastrales originarios eran correctos para ella y, por ende, 
hubo de satisfacer una menor cuota, lo que supone una infracción evidente del principio de 
igualdad. 
 
 c) Que la devolución de ingresos indebidos admite, dentro del plazo de prescripción, 
que  el  reintegro  se  pueda  deber  a  causas  sobrevenidas,  y  no  solamente  originarias,  de 
suerte  que  lo  que  inicialmente  podía  ser  correcto,  en  el  sentido  de  ajustado  al  valor  que 
constaba en el catastro, luego no lo es como consecuencia de la rectificación (221 LGT). 
 
 d)  Que  la  resolución  adoptada  por  la  autoridad  catastral  en  el  procedimiento  de 
subsanación de discrepancias no hubiera sido impugnada por el interesado, tal como indica 
el auto de admisión, resulta ser aquí un elemento indiferente para la resolución del asunto, 
toda vez que el acto mencionado resulta favorable al interesado. 
 
 e) En el escrito de interposición del recurso -y, es de reconocer, en el propio auto de 
admisión- parece indicarse que las liquidaciones de ambos impuestos eran firmes, razón por 
la cual sólo sería concebible la devolución de ingresos indebidos en los términos del artículo 
221.3 LGT, que se remite al artículo 216 y éste al 217, ambos de la LGT, pero tal alegato 
constituye una cuestión nueva únicamente mencionada de forma marginal en el expresado 
auto, por lo que queda extra muros del ámbito objetivo de la casación, pues ni la sentencia 
lo  aborda,  ni  se  denuncia  respecto  de  ésta  incongruencia  omisiva  alguna  por  parte  de  la 
Administración recurrente en casación, ni el acuerdo que se recurría en la instancia, 
resolutorio del recurso de reposición frente a otro anterior, alude a la existencia de 
liquidaciones firmes y consentidas, pues su razón de decidir se funda, exclusivamente, en el 
efecto irretroactivo de la subsanación que, en beneficio del titular del inmueble, provoca la 
rectificación del valor catastral, ex artículo 18 TRLCI. 
 
 De ahí que, en síntesis, la doctrina que cabe extraer del auto de admisión y de las 
cuestiones interpretativas sobre las que nos interroga son: 
 
 a) El hecho de que el valor catastral resultante de un procedimiento de subsanación 
de  deficiencias  (del  artículo  18  TRLCI)  proyecte  sus  efectos  hacia  el  futuro  en  el  ámbito 
puramente  catastral  no  significa  que  quepa  admitir  la  licitud  de  una  deuda  tributaria 
basada en un valor luego declarado erróneo por la Administración. 
 
 b) Que el procedimiento de devolución de ingresos indebidos (art. 221 LGT) es idóneo 
como  instrumento  jurídico  para  recuperar  el  exceso  de  lo  satisfecho  por  tales  impuestos 
aquí  concernidos  -  IBI  y  IIVTNU-  cuando,  por  resolución  administrativa  posterior  a  su 
autoliquidación, el valor catastral sobre cuya base se abonaron resulta disconforme con el 
valor económico o la realidad física o jurídica de la finca. 
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 c) Que denegar la devolución de lo abonado en exceso, con el argumento de que los 
valores catastrales se rectifican sin efectos retroactivos, por aplicación del artículo 18 TRLCI, 
cuando  se  es  consciente  de  que,  como  consecuencia  del  error  fáctico  de  superficie  -y,  al 
reducirse  ésta,  de  valor  del  inmueble-  que  ha  sido  rectificado  se  ha  satisfecho  una  cuota 
superior a la debida, quebranta el principio de capacidad económica y, si consta -como aquí 
sucede-, un término de comparación válido, también el principio de igualdad, siempre que el 
error  que  se  subsana  ya  existiera  en  los  periodos  a  que  se  refieren  los  ingresos  que  se 
reputan indebidos. 
 
 CUARTO.-  Aplicación  de  la  doctrina  jurisprudencial  que  hemos  establecido  al  caso 
concreto que nos ocupa. 
 
 El resultado de este recurso de casación, aplicada la doctrina establecida al caso que 
examinamos, es que es improcedente la aplicación de valores ya incorrectos y obsoletos a 
impuestos cuya base imponible se funda en un valor económico acorde con la realidad, lo 
que determina que el valor ya formalmente desacreditado y reconocido como erróneo por 
la Administración no pueda servir como base imponible de los impuestos en debate. 
 
 Ello  determina  la  declaración  de  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación,  pues  la 
sentencia de instancia, en lo que ha resultado impugnada, es acorde a Derecho, tal como lo 
acabamos de interpretar  
 (…)  
 
 En  este  sentido,  la  hipótesis  del  ICHL  que  demanda  la  irretroactividad  total  de  la 
nueva valoración catastral ( según  parece  aún  ni  si  quiera  de  una  forma  definitiva  si  contra  ella  se  ha 
planteado  una  reclamación  económica  administrativa  que  abre  la  vía  judicial) no se compadece con la 
citada  doctrina  cuando  de  retroactividad  se  habla  en  relación  al  ámbito  extra-catastral 
tributario. Y también; en esta medida, el planteamiento de la demanda es aceptable en cuanto 
retroactividad (tributaria/no catastral).  
 
 Cuestión distinta es la nulidad pretendida por vía extraordinaria invocando supuesto 
previsto en el artículo 244.1 de la LGT, si no concurre el mismo.  
 
 En la sentencia que cito, se suscita la cuestión en tanto procedimiento de devolución 
de ingresos indebidos no de recurso extraordinario. En la citada en la demanda, más reciente; 
STS  n  º  1753/2023,  se  parte  de  la  misma  forma  de  un  procedimiento  de  devolución  de 
ingresos  indebidos  con  la  particularidad  de  puntualizar  la  citada  sentencia  de  acudir  al 
mismo sin necesidad de usar alguno de los establecidos en el apartado 3 del artículo 221 de 
la LGT ( 3. Cuando el acto de aplicación de los tributos o de imposición de sanciones en virtud del cual se 
realizó el ingreso indebido hubiera adquirido firmeza, únicamente se podrá solicitar la devolución del mismo 
instando o promoviendo la revisión del acto mediante alguno de los procedimientos especiales de revisión 
establecidos  en  los  párrafos  a),  c)  y  d)  del  artículo  216  y  mediante  el  recurso  extraordinario  de  revisión 
regulado  en  el  artículo  244  de  esta  ley)  ;  dice  esta  sentencia  (…) De  ahí  que,  en  síntesis,  la 
doctrina que cabe extraer del auto de admisión y de las cuestiones interpretativas sobre las 
que nos interroga son: 
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 a) El hecho de que el valor catastral resultante de un procedimiento de subsanación 
de  deficiencias  (del  artículo  18  TRLCI)  proyecte  sus  efectos  hacia  el  futuro  en  el  ámbito 
puramente  catastral  no  significa  que  quepa  admitir  la  licitud  de  una  deuda  tributaria 
basada en un valor luego declarado erróneo por la Administración. 
 
 b)  Que  el  procedimiento  de  devolución  de  ingresos  indebidos  (  art.  221  LGT)  es 
idóneo  como  instrumento  jurídico  para  recuperar  el  exceso  de  lo  satisfecho  por  tales 
impuestos aquí concernidos -IBI y IIVTNU- cuando, por resolución administrativa posterior a 
su autoliquidación, el valor catastral sobre cuya base se abonaron resulta disconforme con 
el valor económico o la realidad física o jurídica de la finca. 
 
 c) Que denegar la devolución de lo abonado en exceso, con el argumento de que los 
valores catastrales se rectifican sin efectos retroactivos, por aplicación del artículo 18 TRLCI, 
cuando  se  es  consciente  de  que,  como  consecuencia  del  error  fáctico  de  superficie  -y,  al 
reducirse  ésta,  de  valor  del  inmueble-  que  ha  sido  rectificado  se  ha  satisfecho  una  cuota 
superior a la debida, quebranta el principio de capacidad económica y, si consta -como aquí 
sucede-, un término de comparación válido, también el principio de igualdad, siempre que el 
error  que  se  subsana  ya  existiera  en  los  periodos  a  que  se  refieren  los  ingresos  que  se 
reputan indebidos. 
 
 (…)   
 
 CUARTO.-  Aplicación  de  la  doctrina  jurisprudencial  que  hemos  establecido  al  caso 
concreto que nos ocupa. 
 
 El resultado de este recurso de casación, aplicada la doctrina establecida al caso que 
examinamos, es que es improcedente la aplicación de valores ya incorrectos y obsoletos a 
impuestos cuya base imponible se funda en un valor económico acorde con la realidad, lo 
que determina que el valor ya formalmente desacreditado y reconocido como erróneo por 
la Administración no pueda servir como base imponible de los impuestos en debate." 
 
 La  parte  recurrente  afirma  que  dicha  doctrina  no  es  aplicable  al  caso,  porque 
mientras que la misma no se entró sobre la firmeza de las liquidaciones, en el supuesto que 
nos ocupa las liquidaciones eran firmes. Es cierto que como se explica en la sentencia no se 
entra a resolver sobre la posible firmeza de la liquidación, por constituir una cuestión nueva, 
pero en modo alguno se altera un ápice dicha doctrina porque la liquidación sea firme. Así 
es, anteriormente hemos transcrito pasajes de la sentencia de este Tribunal de 18 de mayo 
de 2020, y como se ha indicado, en estos impuestos de gestión compartida lo deseable sería 
que marcharan paralelamente y coordinadamente los trámites propios de la gestión 
catastral y tributaria, pero lo cierto, y es lo normal, es que se produzca un desfase temporal 
-impugnación  del  acto  censal,  por  ejemplo-,  de  suerte  que  estando  pendiente  de  resolver 
una impugnación contra la valoración catastral, no se suspende ni el dictado de la 
liquidación,  ni  su  cobro,  y  respecto  de  esta,  de  la  liquidación,  sería  absurdo  exigir  su 
impugnación para evitar que adquiera firmeza cuando resulta de todo punto inútil recurrir 
la liquidación por no responder el valor catastral, la base imponible, a la realidad, puesto 
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que  la  Administración  municipal,  por  esta  dualidad  de  gestión  catastral  y  tributaria,  no 
podría dar otra respuesta que atenerse al valor dado en sede catastral aún su impugnación 
o  cuestionamiento.  No  puede  someterse  al  contribuyente  a  un  peregrinaje  impugnatorio 
que, además, es inútil, en tanto no compete resolver al Ayuntamiento el cuestionamiento 
del valor catastral. En este contexto adquiere todo su sentido la regla aplicada por la Sala 
de  apelación,  el  cobro  de  la  liquidación  no  se  suspenderá  en  ningún  caso,  pero  sí  la 
resolución  relativa  al  acto  censal  afectase  al  resultado  de  la  liquidación,  aún  siendo  esta 
firme,  que  es  lo  que  habitualmente  sucederá  por  el  natural  desfase  temporal  cuando  se 
cuestiona  la  realidad  del  valor  catastral  fijado  ,  lo  procedente  es  ajustar  las  liquidaciones 
giradas a la nueva realidad, al valor catastral corregido, con devolución de ingresos 
indebidos. Como bien indica la sentencia de apelación, en estos casos de gestión 
compartida,  para  la  devolución  de  ingresos  indebidos  mediando  actos  firmes,  no  resulta 
necesario  acudir  al  art.  221.3  de  la  LGT,  sino  que  por  la  propia  dinámica  del  sistema  de 
gestión  compartida,  basta  la  solicitud  de  devolución  de  ingresos  indebidos  como  aquí 
sucedió. 
 
 Adaptando la cuestión de interés casacional objetivo a las peculiaridades del 
presente  caso,  ha  de  responderse  a  la  misma  en  el  sentido  de  que  en  los  supuestos  de 
impuestos de gestión compartida, como es el IBI, si como consecuencia de un procedimiento 
de  subsanación  de  deficiencias  del  artículo  18  TRLCI,  se  reduce  el  valor  catastral  de  un 
inmueble que afecta a liquidaciones firmes del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, es posible 
solicitar directamente la devolución del ingreso indebido derivado de lo anterior sin instar, 
respecto  de  las  liquidaciones,  un  procedimiento  de  revisión  de  los  previstos  en  el  artículo 
221.3 de la LGT. 
 
 Todo  lo  cual  ha  de  llevarnos  a  desestimar  el  presente  recurso  de  casación  (…) 
Reitera la doctrina y puntualiza la exclusión expresa de los mecanismos extraordinarios para 
la obtención previstos en el apartado 3 del artículo 221 de la LGT .  
 La que cita la demanda de TSJ Castilla Leon n º 949/2021 y la del mismo tribunal n º 
352/2023 de 17 de Marzo también citada, no tiene relevancia en lo que pretende razonar el 
presente  fundamento  de  derecho;  la  n  º  1047/2021  de  6  de  Octubre  del  mismo  tribunal 
estima parcialmente; en procedimiento de devolución de ingresos indebidos al que atribuye 
efectos retroactivos (estimamos parcialmente la demanda presentada por la Procuradora de los Tribunales 
doña  XXXXXXXXXXXXXXXXXX,  en  la  representación  procesal  que  tiene  acreditada  en  autos,  contra  la 
resolución del Tribunal Económico Administrativo Regional de Castilla y León con sede en Valladolid, de cuatro 
de  junio  de  dos  mil  veinte,  que  desestimó  la  reclamación  económico-administrativa  núm.  34/0730/2018, 
referida  a  administración  catastral,  del  inmueble  con  referencia  XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX,  ubicado  en 
XXXXXXXXXXXXX, provincia de Palencia, que se integra en la Parcela 5027, del Polígono 502 y denominado 
XXXXXXXXXXXXXXXX, que, como las actuaciones de las que trae causa, se anula de la misma manera, por su 
no conformidad con el ordenamiento jurídico, sólo en lo relativo de despliegue de efectos de la corrección de 
error, a efectos tributarios, y dentro del plazo establecido de prescripción para el procedimiento de devolución 
de ingresos indebidos, que tiene efectos retroactivos);  la  que  cita  del  TSJ  Valencia  de  28  de 
Septiembre  de  2022  n  º  955/2022  desestima  el  recurso  y  razona  en  una  medida  que  por 
importancia  se  explicita  aquí  en  un  ob  iter  dicta  (…)   CUARTO.-  Entrando  en  el  examen  de  la 
retroactividad controvertida, estamos ante una cuestión que afecta al ámbito de la gestión catastral, relativa 
al IBI, y cuyo marco normativo se inició con la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas 
Locales, que estableció el nuevo Impuesto sobre Bienes Inmuebles, en su modalidad de naturaleza urbana, en 
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sustitución de la antigua Contribución Territorial Urbana, con notables diferencias sustantivas, pero mantuvo 
el  modelo  de  gestión  anterior,  basado  en  la  que  se  ha  venido  a  denominar  por  la  jurisprudencia  como  " 
tasación colectiva de ciudades". 
 
 En este modelo de exacción  la  gestión catastral es  de  competencia del Estado -Ministerio de 
Hacienda- Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tributaria, hoy Dirección General del Catastro, y de sus 
Dependencias Territoriales, cuyas competencia se extiende a la delimitación del suelo urbano, aprobación de 
la  Ponencia  de  Valores  catastrales  por  la  Gerencia  o  Dependencia  provincial  de  la  Gerencia  Catastral, 
siguiendo las Normas técnicas vigentes, y las directrices de coordinación nacional de valores, determinación de 
los  valores  catastrales  concretos  señalados  a  cada  unidad  catastral  urbana,  notificados  individualmente,  y 
formación  del  Padrón,  que  es  el  punto  de  conexión  entre  la  gestión  catastral  y  la  gestión  tributaria  de  los 
Ayuntamientos. 
 
 Este  específico  ámbito  catastral  se  rige  por  el  Texto  Refundido  del  Catastro  Inmobiliario,  aprobado 
por el RD Legislativo 1/2004, y su normativa reglamentaria de desarrollo, cuyo artículo 18 dispone de forma 
clara y tajante que "la resolución que se dicte tendrá efectividad desde el día siguiente a la fecha en que se 
acuerde", tal como recoge el acuerdo catastral de 15-6-2018. 
 
 Este es el momento en que debemos poner de nuevo de relieve la dualidad entre gestión catastral y 
gestión  tributaria,  de  materia  y  competencias  administrativas  diferenciadas,  recordando  que  estamos  ante 
una  resolución  catastral  dictada  por  la  Administración  catastral  estatal,  en  el  ámbito  del  procedimiento 
catastral  previsto  en  el  artículo  18  TRLCI,  que  se  rige  por  su  específica  normativa,  que  establece  que  la 
rectificación catastral tendrá efectos desde el siguiente día al del acto, es decir, el acto catastral solo tendrá 
efectos futuros, dentro del específico ámbito catastral. 
 
 Como explica la STS nº 588/2020, de 28 de mayo de 2020 (R. Casación nº 4740/2017): 
 
 "  Pues  bien,  nuestro  criterio  es  que  el  artículo  18  TRLCI,  dada  su  explícita  mención  de  que  las 
subsanaciones de las características de la finca que determinan su valor catastral sólo tienen efectos hacia el 
futuro, en ningún caso puede interpretarse contra su tenor literal, coincidente con la interpretación 
teleológica...". 
 
 Dicha  STS  fija  en  el  FD  Cuarto  la  doctrina  de  que  "  es  improcedente  que  el  valor  acordado  por  la 
Administración  en  el  procedimiento  de  oficio  habilitado  en  el  artículo  18  TRLCI  pueda  proyectarse  sobre 
situaciones y hechos anteriores al acto que le pone fin, al margen de las circunstancias concurrentes". 
 
 Lo  dicho  debe  suponer  la  desestimación  de  la  pretensión  actora  de  que  la  resolución  catastral  se 
retrotraiga  a  2013,  máxime  cuando  viene  ligada  a  una  devolución  de  ingresos  indebidos  del  IBI  (gestión 
tributaria) a realizar por el Ayuntamiento de XXXX (Administración local), ajenos a la materia catastral y a la 
competencia de esta Sala. 
 
 Por todo ello, procede desestimar la demanda. 
 
 QUINTO.- Una vez sentado lo anterior, y como obiter dicta o a mayor abundamiento, como 
razonamiento añadido sin relevancia práctica en este proceso, conviene añadir que, como apunta el Abogado 
del  Estado,  al  actor  le  asiste  el  derecho  a  instar  la  devolución  del  IBI  como  ingreso  indebido  por  la  vía  del 
artículo 221 y 224.1, tercer párrafo, de la Ley General Tributaria, siguiendo la reciente doctrina del Tribunal 
Supremo evidenciada en las sentencias nº 646/2020 y 588/2020, ambas de 3 de junio de 2020, dictadas en los 
recursos  de  casación  nº  2607/2018  y  5368/2018,  en  las  que  se  dice  que  "  la  irretroactividad  a  que  nos 
referimos,  derivada  directamente  del  artículo  18  TRLCI,  despliega  sus  efectos  en  el  ámbito  estrictamente 
catastral, no así en el tributario". 
 
 Dichas sentencias explican en el apartado 4 del FD Tercero: 
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 "El  fundamento  esencial  de  nuestra  doctrina  radica  en  que,  si  bien  en  el  ámbito  de  la  relación 
catastral,  la subsanación de deficiencias se proyecta hacia  el futuro (art. 18 TRLCI),  no puede afirmarse,  en 
modo alguno, que tal efecto se extienda y traslade como tal a efectos fiscales, esto es, que sea admisible que 
se determine la base imponible de un impuesto de un modo reconocidamente equivocado (no otra cosa es la 
subsanación de la superficie de las fincas afectadas), de donde resultarían consecuencias que alteran pilares 
sustentadores de la imposición: 
 
 a) Que la capacidad económica no concuerda con la realidad, pues la base imponible del IBI surge del 
valor catastral, como magnitud económica que refleja esa manifestación de capacidad de contribuir, pero tal 
principio ha de partir de la premisa ineluctable de un Catastro correcto y concordante con la realidad, lo que 
no  sucede  cuando  se  mantiene  un  valor  que  ya  se  sabe  erróneo  para  no  devolver  lo  que  se  ha  pagado  en 
exceso -y así lo conoce la Administración-. 
 
... 
 
 c) Que la devolución de ingresos indebidos admite, dentro del plazo de prescripción, que el reintegro 
se pueda deber a causas sobrevenidas, y no solamente originarias, de suerte que lo que inicialmente podía ser 
correcto, en el sentido de ajustado al valor que constaba en el catastro, luego no lo es como consecuencia de 
la rectificación (221 LGT)". 
 
... 
 
 De  ahí  que,  en  síntesis,  la  doctrina  que  cabe  extraer  del  auto  de  admisión  y  de  las  cuestiones 
interpretativas sobre las que nos interroga son: 
 
 a) El hecho de que el valor catastral resultante de un procedimiento de subsanación de deficiencias 
(del artículo 18 TRLCI) proyecte sus efectos hacia el futuro en el ámbito puramente catastral no significa que 
quepa admitir la licitud de una deuda tributaria basada en un valor luego declarado erróneo por la 
Administración. 
 
 b)  Que  el  procedimiento  de  devolución  de  ingresos  indebidos  (  art.  221  LGT  )  es  idóneo  como 
instrumento  jurídico  para  recuperar  el  exceso  de  lo  satisfecho  por  tales  impuestos  aquí  concernidos  -  IBI  y 
IIVTNU-  cuando,  por  resolución  administrativa  posterior  a  su  autoliquidación,  el  valor  catastral  sobre  cuya 
base se abonaron resulta disconforme con el valor económico o la realidad física o jurídica de la finca. 
 
 c)  Que  denegar  la  devolución  de  lo  abonado  en  exceso,  con  el  argumento  de  que  los  valores 
catastrales se rectifican sin efectos retroactivos, por aplicación del artículo 18 TRLCI, cuando se es consciente 
de que, como consecuencia del error fáctico de superficie -y, al reducirse ésta, de valor del inmueble- que ha 
sido rectificado se ha satisfecho una cuota superior a la debida, quebranta el principio de capacidad 
económica  y,  si  consta  -como  aquí  sucede-,  un  término  de  comparación  válido,  también  el  principio  de 
igualdad, siempre que el error que se subsana ya existiera en los periodos a que se refieren los ingresos que se 
reputan indebidos". 
 
 Asimismo, la Sentencia núm. 430/2020, de18 de mayo de 2020 (recurso de casación núm. 
6950/2018), en su FD Octavo, nos dice: 
 
 "2.1.Si  el  contribuyente  discute  en  sede  de  "gestión  catastral"  -en  tiempo  y  forma-  los  valores 
asignados a los inmuebles de su propiedad y obtiene una decisión firme que anula tales valores, ordenando 
efectuar nueva valoración, el ayuntamiento que ha girado el Impuesto sobre Bienes Inmuebles conforme a los 
valores declarados nulos no puede aducir la existencia de una dualidad del procedimiento para mantener la 
vigencia de esas liquidaciones. 
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 2.2.La  Hacienda  Local,  por  tanto  y  en  un  supuesto  como  el  que  nos  ocupa,  precisamente  por  la 
vigencia en nuestro sistema fiscal de aquella dualidad, debe atemperarse a la decisión que adopte el órgano 
competente de "gestión catastral" y, si ésta es anulatoria de la valoración que le permitió girar el tributo, debe 
dejar sin efecto las liquidaciones correspondientes sin esperar a que se produzca un expresa modificación del 
padrón, a salvo su derecho, en los términos que legalmente procedan, a emitir nuevas liquidaciones conforme 
a los valores que, finalmente, sean declarados ajustados a Derecho". 
 
 De todo lo expuesto se deduce la aplicabilidad de esta doctrina del Tribunal Supremo a supuestos en 
que se hubiera planteado en vía de gestión tributaria (ante el Ayuntamiento, con recurso al Juzgado 
Contencioso-administrativo) la devolución de todo o parte de los recibos de IBI no prescritos, correspondientes 
a valores catastrales previamente anulados, que no es el caso (…)      
 
 8.- Entiendo que el supuesto debe ubicarse entre los que generan dudas por lo que a 
pesar  de  la  desestimación,  se  decide  no  efectuar  especial  pronunciamiento  en  materia  de 
costas. 
   

FALLO 
  
 Debiendo desestimar el recurso formulado contra desestimación presunta del recurso 
de 2 de Julio de 2024 abonaré 39224371251-22 y por vía de ampliación resolución de 10 de 
Diciembre de 2024 n º 2024/00045831 por auto de 25 de Febrero de 2025; se desestima sin 
efectuar especial pronunciamiento en materia de costas.  
  
 
 

Líbrese  y  únase  certificación  de  esta  sentencia  a  las  actuaciones  con  inclusión  del 
original  en  el  libro  de  sentencias.  Y  a  su  tiempo,  también  con  certificación  literal  de  la 
presente, devuélvase el expediente al Centro de su procedencia.   

 
Notifíquese  haciendo  saber  que  no  es  firme  pues  contra  la  misma  cabe  formular 

recurso ordinario de apelación conforme a lo establecido en los artículos 80 y 81 de la ley 
29/98 ante este Juzgado en el plazo de quince días y para la Sala de Justicia del TSJ Sevilla. 
 
 Así por ésta, sentencia que se emite por el Juez en el lugar y fecha en el 
encabezamiento signados. 
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